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Tribunal Superior de Justicia de Madrid
Sala de lo Contencioso-Administrativo
Sección Séptima
C/ General Castaños, 1 , Planta Baja - 28004
Tlfs. 914934767
33009730

Procedimiento Ordinario SECCIÓN DE APOYO.
Demandante:  D./Dña. 
LETRADO D./Dña. ANTONIO SUAREZ-VALDES GONZALEZ, CL/ GENERAL 
RODRIGO 6 PRINCIPAL C, nº C.P.:28003 Madrid (Madrid)
Demandado:  DIRECCION GENERAL DE LA POLICIA
Sr. ABOGADO DEL ESTADO

SENTENCIA Nº 

Presidente:
D. JOSÉ ARTURO FERNÁNDEZ GARCÍA
Magistrados:
D. FRANCISCO JAVIER CANABAL CONEJOS
D. JOSÉ DAMIÁN IRANZO CEREZO

En Madrid, a 22 de mayo de 2023.

La Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid, compuesta por los Ilmos. Sres. antes expresados y 
constituida como Sección de Apoyo de la Sección Séptima, ha pronunciado la siguiente 
SENTENCIA en el recurso registrado con el Número  y seguido por el 
Procedimiento Ordinario, en el que se impugna la Resolución del Director General de la 
Policía de fecha 22/7/21 por la que se impone  sanción de suspensión de funciones durante 
siete días prevista en el artículo 10.2 de la  Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, del 
Régimen disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía (LRDCN), por la comisión de una 
falta grave tipificada en el artículo 8 x) LRDCN.

Habiendo sido parte demandada en las presentes actuaciones el MINISTERIO DEL 
INTERIOR, representado y asistido por el Abogado del Estado.

L
a 

au
te

n
ti

ci
d
ad

 d
e 

es
te

 d
o
cu

m
en

to
 s

e 
p
u
ed

e 
co

m
p
ro

b
ar

 e
n
  
 w

w
w

.m
ad

ri
d
.o

rg
/c

o
v
e

m
ed

ia
n
te

 e
l 

si
g
u
ie

n
te

 c
ó
d
ig

o
 s

eg
u
ro

 d
e 

v
er

if
ic

ac
ió

n
: 

0
9
2
7
1
0
6
5
7
6
3
0
7
4
0
4
0
3
1
6
9
9

barcelona
Gabinete Juridico SV



Tribunal Superior de Justicia de Madrid - Sección nº 07 de lo Contencioso-Administrativo - Procedimiento Ordinario - 

2 de 9

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Tuvo entrada en esta Sala escrito por el que  
, actuando bajo la dirección del Letrado Sr. Suárez-Valdés 

González, interpuso recurso contencioso-administrativo contra la actuación descrita en el 
encabezamiento. Dicho recurso quedó registrado con el Número 

SEGUNDO.-  En el escrito de demanda se solicitó de este Tribunal el dictado de 
Sentencia en base a los hechos y fundamentos de derecho en ella expresados y que damos 
por reproducidos.

TERCERO.- Por su parte, la demandada, en el escrito de contestación presentado en 
fecha, y con base en los hechos y fundamentos de derecho en el mismo contenidos, interesó 
el dictado de Sentencia por la que se desestimaran los pedimentos de la actora.

CUARTO.-  Por Decreto de fecha 12/1/22 se fijó como indeterminada la cuantía del 
recurso.

QUINTO.-  No habiéndose solicitado el recibimiento del procedimiento a prueba ni 
trámite de conclusiones, se señaló para la votación y fallo el día 11/5/23, fecha en que tuvo 
lugar tal diligencia, quedando los autos conclusos para el dictado de la presente resolución.

SEXTO.-  Se han observado las prescripciones legales en la tramitación del recurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Se interpone por la representación de  
 recurso contra la Resolución del Director General de la 

Policía de fecha 22/7/21 por la que se impuso sanción de suspensión de funciones durante 
siete días prevista en el artículo 10.2 LRDCN por la comisión de una falta grave tipificada en 
el artículo 8 x) LRDCN.

En disconformidad con la actuación objeto de impugnación, se insta que se anule la 
sanción, con “todos los pronunciamientos añadidos”. Tras discurrir por las circunstancias a 
la substanciación del expediente relativas, articula los motivos de impugnación que a 
continuación siguen:

-En primer lugar, aduce la caducidad del procedimiento administrativo. Parte para ello de 
que la resolución impugnada se notifica el 28/7/21, habiendo, a su juicio, transcurrido ocho 
meses y nueve días desde la incoación y descontando para ello el tiempo de paralización por 
la instrucción del procedimiento penal. Considera así excedido el plazo de seis meses 
previsto en el artículo 46.1 LRDCN y destaca al respecto que la comunicación del 
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sobreseimiento en sede penal se produce en fecha 23/11/20 [folio 61 e.a.], habiéndose, desde 
aquél momento, de ser reanudados los plazos de caducidad. Niega que pueda computarse tal 
plazo desde el 20/2/21 [folio 68 e.a.] por cuanto en el Oficio remitido por el Juzgado de 
Instrucción Número 8 de Madrid de fecha 5/2/21 lo que se hace es reiterar lo expresado en el 
Oficio de 19/11/20.

-En segundo término, postula la vulneración del principio de presunción de inocencia. 
Sostiene a tal fin que los hechos que se le atribuyen y que se tienen por probados “no 
guardan fiel reflejo con la realidad”, remitiéndose y transcribiendo en gran medida tanto su 
declaración [folios 74 y 75 e.a.] como minuta [folios 77 a 79B e.a.]. Advierte de las 
denuncias cruzadas entre actora y los Agentes de la Policía Municipal intervinientes y del 
hecho de que la Audiencia Provincial de Madrid (Sección 29ª) terminó acordando el 
sobreseimiento de la causa seguida por tales hechos al considerar la inexistencia de indicios 
bastantes del supuesto acometimiento de la actora a los Agentes de Policía Municipal Nº 
9514.0 y 9550.3.

-En tercer lugar, esgrime la “vulneración del derecho de defensa contradictoria”. Ello desde 
el momento en que se habrían incorporado al expediente las testificales de los Agentes de 
Policía Municipal de Madrid en cuya práctica la recurrente no intervino al no habérsele 
notificado el que las mismas iban a tener lugar. Subraya el carácter decisivo en la resolución 
sancionadora de tales testificales y destaca la ausencia de credibilidad en tales declaraciones 
por cuanto existían precisamente denuncias cruzadas.

-En cuarto término, alega la infracción del principio de tipicidad-legalidad, con la 
consiguiente afectación del artículo 25.2 de la Constitución. Señala que no concurrirían los 
elementos objetivos y subjetivos del tipo aplicado, rechazando que se pueda colegir de la 
conducta de la recurrente una infracción de los deberes u obligaciones inherentes al cargo o a 
la función policial.

-En quinto lugar, invoca, con cita del artículo 24.2 de la Constitución, la vulneración del 
derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa. Refiere que el Instructor 
denegó la práctica de prueba testifical en las personas de  y el 
Comisario  Apunta a que la misma fue propuesta en su 
escrito de alegaciones al pliego de cargos y subraya el carácter relevante de tales testificales 
de cara a la resolución a dictarse, máxime teniendo en cuenta la contradicción existente en 
las declaraciones.

-Finalmente, aduce la infracción el principio de proporcionalidad. Sostiene que no se 
contendría en la resolución sancionadora mención alguna a los criterios de graduación de la 
gravedad de la conducta y a la proporcionalidad de la sanción, imponiéndose, sin mas, la 
sanción de suspensión por siete días.

Frente a lo anterior, la representación del MINISTERIO DEL INTERIOR formula 
oposición al recurso interesando su desestimación al entender que la actuación se ajusta a 
Derecho. Trayendo a colación los antecedentes que considera relevantes, se opone a los 
distintos motivos impugnatorios invocados de contrario en la forma que sigue:
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-En primer término, niega la caducidad del procedimiento sancionador, destacando que el 
plazo se ha de computar desde la comunicación de la Sentencia penal, siendo así que esta se 
habría producido el 20/2/21 [folios 67 y 68 e.a.] mientras que el “dies a quem” vendría dado 
por la notificación en fecha 28/7/21 [folio 202 e.a.].

-En segundo lugar, descarta la vulneración del principio de presunción de inocencia. 
Extractando las declaraciones de los Agentes de Policía Municipal intervinientes, señala que 
el que se dictase Auto de sobreseimiento en sede penal no obsta a que esos mismos hechos 
puedan examinarse a la luz de normativa disciplinaria aplicable. Considera que la conducta 
desplegada por la actora el día en cuestión resulta contraria a los deberes que le impone el 
artículo 9 de la Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio, de Régimen de Personal de la Policía 
Nacional (LRPPN), en relación con el artículo 5 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, 
de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad (LFCS). Concluye la existencia de actividad probatoria 
de cargo suficiente para enervar la presunción de inocencia.

-En tercer término, rechaza la “vulneración del derecho de defensa contradictoria”. Aduce 
que no se justificaría la indefensión sufrida como consecuencia de la falta de citación a la 
práctica de la prueba, máxime cuando lo anterior en todo caso quedaría subsanado con la 
posibilidad de la que hizo uso la recurrente de alegar cuanto conviniera a su defensa.

-En cuarto lugar, afirma la tipicidad de la conducta sancionada. Remite así no solo a los 
citados artículos 9 LRPPN y 5 LFCS sino también al Código Ético, publicado en la Orden 
General Nº 2006, de 6 de mayo de 2013 (artículos 18.3 y 21.2 y 22.8). Enfatiza que la 
recurrente se condujo de manera altiva y enfadada, gritando a los Agentes y no deponiendo 
su actitud en ningún momento. Concluye de esta forma en la existencia de un 
“incumplimiento grave y manifiesto de los deberes” que le incumbían como miembro de las 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

-En quinto término, rebate la afectación del derecho a utilizar todos los medios de prueba 
pertinentes para su defensa. Señala que la denegación en virtud de Providencia motivada de 
fecha 25/5/21 [folios 153 e.a.] respondía a que los testigos propuestos no estaban presentes 
en el lugar de los hechos, siendo así que el pliego de preguntas aportado por la recurrente 
nada tenía que ver con los hechos que se le imputaban en el pliego de cargos. Añade que no 
se habría justificado la forma en la que las testificales habrían influido en el resultado final 
del expediente, máxime cuando tampoco se habrían propuesto tales medios probatorios en 
sede judicial.

-Finalmente, descarta la vulneración del principio de proporcionalidad y se remite para ello a 
los distintos elementos que se tienen en cuenta y se expresan en la resolución sancionadora 
(historial profesional, incidencia sobre la seguridad ciudadana y perturbación en el normal 
funcionamiento de la Administración, entre otros).

SEGUNDO.- Expuestas las respectivas posiciones de las partes, se hace preciso 
realizar una serie de consideraciones a propósito de la base fáctica y jurídica en la que la 
actuación objeto de impugnación se sustenta:
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-La Resolución del Director General de la Policía de fecha 22/7/21 impone sanción de 
suspensión de funciones durante siete días prevista en el artículo 10.2 LRDCN por la 
comisión de una falta grave tipificada en el artículo 8 x) LRDCN.

-Expresa como Hechos Probados lo siguiente: «La Sra. , el día 29 de 
octubre de 2014, cuando fue requerida por funcionarios de la Policía Municipal que estaban 
patrullando la calle  para que abandonase la calzada por la que iba andando y 
hablando por el móvil, les respondió de manera altiva y enfadada, gritando a los agentes 
cuando procedieron a apagarse del vehículo policial para requerirle la documentación al 
objeto de formular denuncia, quienes la avisaron de que si no deponía su actitud podía 
incurrir en un ilícito penal. En esos momentos continuó gritándoles; vociferando frases como 
“me están pegando, me están haciendo daño”, sacando el teléfono móvil para hacer una foto 
a un autobús y a los policías actuantes, amenazándoles con denunciarlos por cómo habían 
aparcado el coche y por su mala praxis.

Como no deponía su actitud agresiva, negándose a retirarse de la calzada y gritando 
que la estaban pegando y haciendo daño falsamente, tras la llegada de refuerzos de la Policía 
Municipal, la detuvieron y procedieron a engrilletarla, dando manotazos, patadas, cabezazos 
y tirándose al suelo, intentando sacarse los grilletes y agrediendo a los policías municipales 
actuantes, todo ello sin parar de gritar que la estaban pegando, incluso cuando los policías 
municipales estaban apartados, mientras ella hablaba con los ciudadanos que pasaban por allí 
y la intentaban tranquilizar.

Una vez que los policías municipales la trasladaron a la Comisaría de Hortaleza, 
cuando comenzaron a sacar sus pertenencias, encontraron la placa emblema y el carné 
profesional, manifestando la Sra.  que no había dicho nada sobre su 
condición de Policía Nacional para comprobar cómo actuaban los policías municipales con 
los ciudadanos. 

La Sra.  fue sancionada por cruzar la calzada por lugar o en 
forma prohibidos».

-Discurriendo por los testimonios de los distintos Policías Municipales intervinientes, se 
descarta la vulneración del principio de presunción de inocencia toda vez que «en sus 
narraciones de los hechos los policías municipales actuantes son persistentes, a la vez que 
carecen de modificaciones sustanciales entre lo reflejado en el atestado y en sus posteriores 
declaraciones realizadas en el seno del expediente disciplinario más de seis años después, 
narrando los hechos sin generalidades, con coherencia y ausencia de contradicciones; 
declaraciones refrendadas, además, por las que formuló doña A.B.L.S., realizadas libre y 
voluntariamente, sin que las característica de su situación personal pueda suponer la 
existencia de móviles espurios, circunstancia que determina la ausencia de incredibilidad 
subjetiva, por lo que igualmente no puede dudarse de su verosimilitud ya que presenció la 
intervención de los policías municipales y el comportamiento de la Sra.  

 [F.D. 2º].

TERCERO.- Sintetizados en la forma que antecede tanto los hechos esenciales para 
la comprensión de la controversia como las respectivas posiciones de las partes y el 
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contenido de la Resolución impugnada, conviene de entrada contextualizar la resolución 
impugnada para una mejor comprensión de la controversia. 

En este sentido, nos encontramos revisando una resolución dictada en el marco de 
procedimiento sancionador, lo que nos lleva necesariamente a poner de relieve, la vigencia 
de los principios del Derecho Penal en el Derecho Administrativo sancionador, aunque al 
hacerlo reiteremos conceptos sobradamente conocidos por su esencialidad. Así lo ha puesto 
de manifiesto nuestro Tribunal Constitucional en la Sentencia 7/1998, de 13 Enero, dictada 
en el recurso de amparo 950/1995: «Como es sabido, conforme a lo dispuesto en los Arts. 
24 y 25.1 CE, y desde la STC 18/1981 (RTC 1981\18), este Tribunal ha venido declarando 
no sólo la aplicabilidad a las sanciones administrativas de los principios sustantivos 
derivados del Art. 25.1 CE, considerando que «los principios inspiradores del orden penal 
son de aplicación con ciertos matices, al derecho administrativo sancionador, dado que 
ambos son manifestaciones del ordenamiento punitivo del Estado», sino que también ha 
proyectado sobre las actuaciones dirigidas a ejercer las potestades sancionadora de la 
Administración las garantías procedimentales ínsitas en el Art. 24 CE, en sus dos apartados, 
no mediante una aplicación literal, sino «en la medida necesaria para preservar los valores 
esenciales que se encuentran en la base del precepto». Ello, como ha podido afirmar la STC 
120/1996, «constituye una inveterada doctrina jurisprudencial de este Tribunal y, ya, 
postulado básico de la actividad sancionadora de la Administración en el Estado social y 
democrático de Derecho". Acerca de esta traslación, por otra parte, condicionada a que se 
trate de garantías que "resulten compatibles con la naturaleza del procedimiento 
administrativo sancionador» (STC 197/1995)».

El propio Tribunal Constitucional señaló, en Sentencia 169/1998, dictada en el 
Recurso de Amparo 3760/1996, que: «[…] la presunción de inocencia rige sin excepciones 
en el ordenamiento sancionador y ha de ser respetada en la imposición de cualesquiera 
sanciones, sean penales, sean administrativas (...), pues el ejercicio del ius puniendi en sus 
diversas manifestaciones está condicionado por el Art. 24.2 de la Constitución al juego de la 
prueba y a un procedimiento contradictorio en el que puedan defenderse las propias 
posiciones. En tal sentido, el derecho a la presunción de inocencia comporta: Que la 
sanción esté basada en actos o medios probatorios de cargo o incriminadores de la conducta 
reprochada; que la carga de la prueba corresponda a quien acusa, sin que nadie esté obligado 
a probar su propia inocencia, y que cualquier insuficiencia en el resultado de las pruebas 
practicadas, libremente valorado por el órgano sancionador, debe traducirse en un 
pronunciamiento absolutorio (STC 76/1990 (RTC 1990\76)».

Es importante destacar que la carga de probar los hechos constitutivos de cada 
infracción corresponde ineludiblemente a la Administración Pública actuante, sin que sea 
exigible al inculpado una «probatio diabólica» de los hechos negativos. En definitiva, la 
existencia de un acervo probatorio suficiente, cuyas piezas particulares han de ser obtenidas 
sin el deterioro de los derechos fundamentales del inculpado y su libre valoración son las 
ideas básicas para salvaguardar esta presunción constitucional y están explícitas o latentes en 
la copiosa doctrina del Alto Tribunal al respecto (por todas STC 89/1992). 

CUARTO.- El examen de los distintos motivos impugnatorios que se articulan ha de 
iniciarse con el primero de ellos, atinente a la caducidad del procedimiento administrativo 
sancionador. Aduce la actora que la resolución impugnada le fue notificada en fecha 28/7/21, 
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habiendo, a su juicio, transcurrido ocho meses y nueve días desde la incoación y 
descontando para ello el tiempo de paralización por la instrucción del procedimiento penal. 
Considera así excedido el plazo de seis meses previsto en el artículo 46.1 LRDCN y destaca 
que la comunicación del sobreseimiento en sede penal se produce en fecha 23/11/20 [folio 
61 e.a.], habiéndose, desde aquél momento, de ser reanudados los plazos de caducidad. 
Niega que pueda computarse tal plazo desde el 20/2/21 [folio 68 e.a.] por cuanto en el Oficio 
del Juzgado de Instrucción Número 8 de Madrid de fecha 5/2/21 lo que se hace es reiterar lo 
informado en el Oficio de 19/11/20.

Es cuestión pacífica el que el instituto de la caducidad es aplicable a 
los procedimientos disciplinarios de los funcionarios públicos, pues así lo exigen razones de 
seguridad jurídica y la garantía frente a dilaciones indebidas, una vez superado el debate de 
la caducidad aplicable a los procedimientos disciplinarios con ocasión de la sentencia del 
Pleno de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo 27 de febrero de 
2006 a las que siguen las de 27 de marzo de 2006 y 14 de junio de 2006 referida esta última 
a un funcionario del Cuerpo Nacional de Policía. Por tanto, cabe examinar ahora los 
requisitos necesarios para que concurra dicha caducidad. 

El plazo de caducidad es el de seis meses según el artículo 46.1 LRDCN, que prevé 
ya expresamente la caducidad de los procedimientos disciplinarios por el transcurso del 
plazo de seis meses entre la fecha del acuerdo de incoación del expediente y la de 
notificación de la Resolución sancionadora al interesado, disponiendo su apartado 3º que 
transcurridos los plazos previstos en tal apartado sin que hubiese recaído resolución en el 
expediente se procederá al archivo de las actuaciones. En concreto, este artículo señala lo 
siguiente bajo la rúbrica “Caducidad”:

“1. La resolución que ponga fin al procedimiento disciplinario y su notificación al 
interesado deberá producirse en un plazo que no podrá exceder de seis meses desde la fecha 
del acuerdo de incoación del expediente.

2. El plazo establecido para resolver el procedimiento y notificar la resolución se 
podrá suspender, interrumpir o ampliar en los casos previstos en la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

3. Transcurridos los plazos previstos en los apartados anteriores sin que hubiese 
recaído resolución en el expediente se procederá al archivo de las actuaciones. En este caso, 
el órgano competente emitirá, a solicitud del interesado, certificación en la que conste que ha 
caducado el procedimiento y se ha procedido al archivo de las actuaciones.

4. Cuando un funcionario pase a la situación de excedencia voluntaria antes o durante 
la tramitación de un procedimiento disciplinario por infracciones contempladas en esta Ley, 
dicho procedimiento quedará suspendido, interrumpiéndose el cómputo de los plazos de 
prescripción, continuando su tramitación cuando el afectado solicite el reingreso en el 
servicio activo”.

Aplicando la regulación y doctrina precedente al supuesto que se examina, se observa 
el que el procedimiento se incoa el 21/11/14 si bien se acuerda su suspensión en fecha 
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25/11/14 [folios 15 a 17 e.a.] por la existencia de procedimiento penal por los mismos 
hechos. La Audiencia Provincial de Madrid (Sección 29ª) acordó el sobreseimiento ya en 
fecha 17/9/20.

Como acaba de exponerse, mientras que la actora sitúa la reanudación del plazo de 
los seis meses en el 23/11/20 [folio 61 e.a.], la demandada lo lleva al 20/2/21 [folio 68 e.a.]. 
La resolución sancionadora se notifica el 28/7/21 [folio 202 e.a.]. Pues bien, en el folio 61 lo 
que consta es un Oficio del Juzgado de Instrucción Número 8 de Madrid de fecha 19/11/20 
en el que se refiere el archivo de las actuaciones por la Audiencia Provincial de Madrid. En 
la cabecera de ese folio consta que fue recibido por el Centro policial por fax el 23/11/20. 
Por su parte, en los folios 67 y 68 se reitera el Oficio del Juzgado de Instrucción Número 8 
de Madrid, en esta ocasión de 5/2/21, en el que se remite precisamente a lo expresado en el 
Oficio de 19/11/20 y se insiste en el archivo. En la cabecera de ese folio consta recibido 
también por fax el 19/2/21 si bien, además, se plasma el sello y recepción en fecha 19/2/21 
en la División Personal (Unidad Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía). Es 
cierto que este último sello no aparece en el folio 61. Ahora bien, también lo es que la 
recepción del fax que se recoge en el folio 61 evidencia que se tuvo conocimiento del 
archivo en sede penal ya el 23/11/20 y sin que a lo anterior obste el que no aparezca el sello 
y recepción en la División de Personal, máxime cuando ninguna prueba se ha desplegado por 
la demandada para desvirtuar esa mentada recepción por fax el 23/11/20.

Consiguientemente, habiéndose notificado la resolución sancionadora el 28/7/21, 
solo cabe entender transcurrido el plazo de seis previsto en el artículo 46.1 LRDCN por 
cuanto la reanudación del mismo se sitúa en el 23/11/20 y no en el 20/2/21, tal y como 
pretende la demandada. 

El que prospere este primer motivo de impugnación y, por ende, se aprecie la 
caducidad del procedimiento sancionador, aboca a la estimación del recurso, con la 
consiguiente anulación de la actuación impugnada, con todos los efectos inherentes, 
haciendo que devenga innecesario el resto de motivos impugnatorios invocados.

QUINTO.- El artículo 139.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), establece que “en primera o única 
instancia, el órgano jurisdiccional, al dictar sentencia o al resolver por auto los recursos o 
incidentes que ante el mismo se promovieren, impondrá las costas a la parte que haya visto 
rechazadas todas sus pretensiones, salvo que aprecie y así lo razone, que el caso presentaba 
serias dudas de hecho o de derecho”. Y el apartado 3º del mismo precepto indica que “la 
imposición de las costas podrá ser a la totalidad, a una parte de éstas o hasta una cifra 
máxima”. En atención tanto al sentido del Fallo como a la entidad y complejidad del asunto 
y, por ende, la actuación profesional desarrollada en esta instancia, se entiende procedente 
imponer las costas a la parte demandada si bien limitando la cantidad que en concepto de 
honorarios de Abogado y derechos de Procurador ha de satisfacer a la parte contraria hasta 
una cifra máxima total de 600 euros más la cantidad que en concepto de IVA corresponda a 
la cuantía reclamada.

Viendo los preceptos citados y demás de general aplicación, 
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FALLAMOS

Estimar el recurso interpuesto por  
 contra la Resolución del Director General de la Policía de fecha 

22/7/21 [por la que se impone sanción de suspensión de funciones durante siete días 
prevista en el artículo 10.2 LRDCN por la comisión de una falta grave tipificada en el 
artículo 8 x) LRDCN] y, en consecuencia, se anula dicha actuación, con todos los 
efectos inherentes.

Todo ello con imposición de costas a la demandada si bien con la limitación 
expuesta en el Fundamento de Derecho 5º de la presente resolución. 

La presente sentencia es susceptible de recurso de casación, que deberá prepararse 
ante esta Sala en el plazo de treinta días, contados desde el siguiente al de su notificación, 
acreditándose en el escrito de preparación del recurso el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en el artículo 89.2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, con 
justificación del interés casacional objetivo que presente. Previa constitución del depósito 
previsto en la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
bajo apercibimiento de no tener por preparado el recurso.

Dicho depósito habrá de realizarse mediante el ingreso de su importe en la Cuenta 
de Depósitos y Consignaciones de esta Sección, cuenta-expediente nº 2581-0000-93-1386-
21 (Banco de Santander, Sucursal c/ Barquillo nº 49), especificando en el campo concepto 
del documento Resguardo de ingreso que se trata de un “Recurso” 24 Contencioso-Casación 
(50 euros). Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria, se realizará a la cuenta 
general nº  0049-3569-92-0005001274 (IBAN ES55-0049-3569 9200 0500 1274) y se 
consignará el número de cuenta-expediente  2581-0000-93-1386-21 en el campo 
“Observaciones” o “Concepto de la transferencia”  y a continuación, separados por espacios, 
los demás datos de interés.

Así por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo 
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con 
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 
o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a 
las leyes.
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